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INTRODUCCIÓN



La pandemia es un reto que afronta la humanidad en todos los sentidos, un fenómeno que influye directamente en el entorno social, político y económico y que, por lo tanto, tiene tantas vertientes como la estructura social misma. Nos encontramos en un estado de cosas en conflicto, el mundo se ha paralizado para hacer frente a un enemigo común: el coronavirus, covid-19.

Partiendo de ese escenario ciertamente hostil, se ha tenido que, sobre la marcha, adaptar los sistemas existentes para sobrevivir, en lo posible tratar de fortalecerlos y de crear lo que haga falta para poder reconstruirse.

Las condiciones de países como Colombia, ya precarias, se han visto aún más disminuidas en lo que respecta a la satisfacción de los derechos de las personas, lo cual ha determinado una crisis inminente en torno a la garantía que el Estado debe proveer respecto de los derechos fundamentales y los que se enmarcan en el espectro social.

Es por lo anterior que el Grupo de Investigación para la Articulación del Derecho Civil y los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (GIADESC) de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas de la Universidad Nacional de Colombia, se propuso investigar algunas de las aristas más importantes de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales (DESCA), en Colombia, de cara a la pandemia.

Cabe aclarar al lector que el presente libro contiene una compilación de artículos que buscan desarrollar hipótesis individuales, pero que, a su vez, en conjunto, responden a una misma pregunta: ¿Qué debemos hacer en Colombia para garantizar los DESCA en la pospandemia? Partiendo del hecho de que la pandemia nace como un hecho histórico y disruptivo del entendimiento de los sistemas jurídicos previstos para escenarios de normalidad y, en su mayoría, no pensados para afrontar crisis de estas magnitudes.

En primer lugar, la profesora Aura María Cárdenas contempla la definición del derecho a la reducción del riesgo de desastres como un derecho humano, de acuerdo con los postulados actuales del derecho internacional, ahondando en la importancia de este de cara a la falta de previsión y prevención de los Estados para asumir el manejo adecuado de la pandemia.

En segundo lugar, el estudiante de derecho Cristian Ochoa, partiendo de que la emergencia generada por el covid-19 ha dejado en evidencia nuestra fragilidad como humanidad y, además, las problemáticas que deben ser atendidas con urgencia, como la transición energética, se enfoca en cómo proyectos extractivos de combustibles fósiles en La Guajira han afectado el desarrollo de las comunidades que allí residen, propiciando vulneraciones a sus derechos y generando un contexto sumamente regresivo para sus DESCA.

En tercer lugar, el estudiante Sergio Casallas realiza un análisis del contrato de leasing habitacional en el marco de la pandemia, como una figura a través de la cual se puede acceder a vivienda con un mecanismo flexible, diferente y más eficaz. En este, resalta la afectación negativa que la crisis económica de la pandemia generó en el sector inmobiliario, influyendo directamente en el derecho al acceso a la vivienda desde un punto constitucional.

En cuarto lugar, el abogado y candidato a magíster, Miguel Malagón, ofrece un análisis del derecho a la educación y cuan afectado se vio, se ve y se verá por la crisis pandémica. En este, observa las medidas que el Estado colombiano tomó con el fin de garantizar su protección, entre las cuales se encuentra la denominada matrícula cero y los mecanismos de financiación que se ofrecen a los estudiantes en Colombia. Resalta que los fines de los créditos educativos y las motivaciones de quienes concurren a la celebración de esos contratos son diferentes a las que motivan los negocios mercantiles tradicionales, toda vez que en estos va envuelto un fin estatal, de modo que la aplicación de mecanismos de revisión se torna imperativa, más en circunstancias de especial vulnerabilidad como las generadas por la pandemia.

En quinto lugar, el especialista en derecho del trabajo, Sebastián Mafla, reconoce uno de los desafíos más grandes que trajo consigo la pandemia en relación con la salud durante el ejercicio del derecho al trabajo, toda vez que, mientras la sociedad se adaptaba al virus, se implementaron medidas para garantizar la operación de los sectores económicos en medio de la crisis, con base en los protocolos de bioseguridad que se fueron gestionando en la marcha. A partir de lo anterior, establece la importancia de estos mecanismos de prevención para el desarrollo de la sociedad colombiana y especialmente para el derecho al trabajo, cambiando así la concepción tradicional que se tenía sobre las medidas de seguridad en el trabajo hasta la fecha.

En sexto lugar, el estudiante de derecho Diego Torres se concentra en exponer el proceso de financiarización de los derechos sociales fundamentales, manifiesto en la Política de inclusión financiera y exacerbado por las transferencias monetarias implementadas para afrontar los aislamientos sociales decretados para contener la pandemia por covid-19. Plantea que la austeridad del gasto social, la focalización de este y la privatización de la prestación de servicios sociales son características de la financiarización, que llevan a los derechos sociales fundamentales a un mercado excluyente, en contravía de la construcción de un sistema socioeconómico que garantice el goce pleno y universal de los derechos sociales fundamentales.

En séptimo lugar, la especialista en derecho del trabajo, Luisa Valderrama, parte de los estragos generados por la pandemia en todas las esferas sociales, en los que se incluye una economía devastada, para continuar con el debate de la implementación de la renta básica universal en Colombia, a través de análisis de uno de los programas con los que se intentó atenuar la crisis en Colombia, el denominado Ingreso Solidario del Decreto 518 de 2020.

Establece que dicho programa puede ser un punto de cercanía del país con la implementación de una renta básica que no pretende ser universal, por lo que propone un proceso macro para la creación de la renta básica universal en el país, y su consolidación como una herramienta material de protección y garantía de los derechos fundamentales de los colombianos, no solo para situaciones de crisis, sino como una institución consolidada en la denominada pospandemia.

Finalmente, el profesor Michael Stöber analiza cómo las medidas gubernamentales intervienen significativamente en la libertad y los derechos fundamentales de los ciudadanos y sus repercusiones en la ejecución de las prestaciones en los diversos negocios jurídicos, a partir del estudio de una situación particular paradigmática que se traduce en múltiples escenarios de la libertad de los ciudadanos alemanes, que podrían ser caracterizados por muchos doctrinantes como inconstitucionales.






LOS DESASTRES NO SON NATURALES: POR UN DERECHO HUMANO A LA REDUCCIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES

Aura María Cárdenas Paulsen



Existía y aún subsiste la creencia muy arraigada de que los desastres son producidos por fuerzas incontrolables e impredecibles de la naturaleza y que, por tanto, no estaba en manos del hombre la posibilidad de hacer algo para evitarlos.

CÁRDENAS GIRALDO, 2021, p. 3

Los desastres suceden ante la falta de organización o de recursos adecuados para resistir a los efectos de esas situaciones en una comunidad, cuyos miembros son vulnerables por sufrir pobreza o exclusión, o por encontrarse en una situación socialmente desfavorecida. Así, los desastres pueden y deben evitarse.

Federación Internacional de Sociedades de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja (FICR), 2021, p. 42

INTRODUCCIÓN

Según el Informe mundial sobre desastres 2020, tan solo en el último decenio (2010-2019) se presentó un total de 2850 desastres ocasionados por peligros naturales (Federación Internacional de Sociedades de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja [FICR], 2021, p. 40). Estos desastres han sido de origen meteorológico, geofísico y biológico, dentro de los cuales los más frecuentes han sido, de los primeros, las inundaciones, las tormentas y las sequías; de los segundos, los seísmos; y de los últimos, los brotes de enfermedades (FICR, 2021, p. 58). Según las estadísticas, en casi todos los tipos de desastres se ha presentado un incremento significativo desde los años sesenta del siglo pasado, siendo la década del 2000 en la que se presentó el mayor número de eventos, en gran parte, por el alto número de inundaciones que sucedieron en el decenio (FICR, 2021, p. 386).

Por otro lado, los desastres ocurridos en la década que acaba de terminar causaron algún tipo de afectación a aproximadamente mil ochocientos millones (1 800 000 000) de personas, entre otras cosas, porque resultaron heridas, perdieron sus hogares o se vieron afectados sus medios de subsistencia, y se cobraron alrededor de 750 000 vidas (FICR, 2021, pp. 386-387). Las pérdidas económicas en el último decenio se estiman en un costo de 1.92 billones de USD (FICR, 2021, p. 105). A estas cifras se suman los desastres tecnológicos causados por la actividad humana que, incluso en una menor proporción, causan pérdidas de vidas y materiales.

Ante el escenario anterior, el rol de la gestión de desastres y su regulación en los ordenamientos jurídicos nacionales, así como en el derecho internacional no solo ha ido en aumento (FICR y Programa de las Naciones Unidas por el Desarrollo [PNUD], 2014), sino que también ha cambiado de manera gradual el enfoque de su comprensión, pasando desde un énfasis en la atención y respuesta con posterioridad a los eventos adversos, a un discurso de la reducción de los riesgos y la prevención de los desastres (Bartolini y Natoli, 2018). Muestra de ese cambio de enfoque son la declaratoria, por parte de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), de que la década de 1990 a 1999 fue el Decenio Internacional para la Reducción de los Desastres Naturales, así como el Acuerdo del Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030, adoptado en la tercera Conferencia Mundial de las Naciones Unidas, celebrada en Sendai (Japón) en 2015 (Asamblea General de las Naciones Unidas [UN-AG], 2015) y que la día de hoy es el mayor acuerdo internacional no vinculante jurídicamente en materia de desastres.

Sin embargo, el estudio de las implicaciones jurídicas de los desastres en el ámbito internacional ha sido poco en comparación con otras áreas del derecho internacional. En cuanto a esto, una mirada juiciosa del material existente permite concluir que, en cuanto a este punto particular, han tenido un mayor desarrollo aquellos estudios dedicados a las fases posteriores a la ocurrencia del desastre, es decir, a la respuesta y la recuperación tras el fenómeno, la asistencia humanitaria a las víctimas de los desastres y la cooperación internacional. En comparación con ello, todavía falta estudiar mucho, desde el punto de vista jurídico internacional, sobre la fase previa al desastre, a saber, la fase de prevención, mitigación y preparación.

En este contexto, sin embargo, hay un ámbito particular que ha recibido aún menos atención. Cuando se trata de desastres generados por riesgos naturales o por la actividad humana, se trata, en la mayoría de los casos, del impacto de estos en la vida humana y de las comunidades. No obstante, los estudios académicos y los avances en materia del derecho internacional de los derechos humanos (DIDH) y las implicaciones jurídicas de los desastres en estos han sido pocos (Da Costa y Pospieszna, 2015, p. 84) y, una vez más, el material y la regulación existentes se han enfocado principalmente en la garantía de los derechos humanos con posterioridad a la ocurrencia de los desastres, cuando las personas se han visto afectadas y se hacen necesarias la atención, la recuperación y la prestación de una asistencia humanitaria.

Aun cuando los desastres impactan de manera directa a las personas en su vida, su integridad personal, su dignidad, sus bienes, entre otros, y la amenaza a tales derechos humanos no procede del evento catastrófico en sí mismo, sino de las condiciones generales de vida de los individuos potencialmente afectados, así como de la falta de planificación y la deficiencia en la respuesta ante el desastre por parte de las autoridades (González, 2017), poco o nada se habla de la garantía de protección de los derechos humanos ante la posibilidad de ocurrencia de un evento de este tipo. En otras palabras, pocos han sido los desarrollos respecto de la protección a priori de derechos humanos en relación con los desastres.

Con base en lo anterior, en el presente estudio se busca establecer si la reducción del riesgo de desastres (RRD) puede ser considerada como un derecho humano, con fundamento en los desarrollos de derecho internacional existentes sobre el tema. Para llegar a ello, el presente capítulo consta de dos partes. En la primera de ellas, se hará una aproximación conceptual a las nociones clave y básicas en relación con la reducción del riesgo de desastres; en la segunda, se expondrán de manera breve los criterios de configuración de los derechos humanos para su reconocimiento como tales y, mediante el análisis de tales criterios en el derecho internacional existente, se revisará si es posible aplicar la categoría de derecho humano a la RRD.

REDUCCIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES: UNA APROXIMACIÓN CONCEPTUAL

Para entender el alcance de un eventual reconocimiento de la RRD como un derecho humano, entendida esta como una categoría del derecho internacional, en principio, es necesario dilucidar tanto los conceptos que componen la noción de reducción del riesgo de desastres como la noción en sí misma y aquellos términos que se encuentran directamente relacionados a ella.

Desastre: definición, tipos y fases

El concepto de desastre no solo no es una noción jurídica, sino que es cambiante, en tanto su construcción ha ido evolucionando conforme a los avances en el conocimiento y comprensión del tema. Aun cuando cuenta con muchas convergencias, existen diversas definiciones en instrumentos internacionales y no hay en la actualidad una definición uniforme y universalmente aceptada en el derecho internacional (Mollar, 2018, p. 201).

En relación con la evolución del concepto de desastres, es importante resaltar que, en las últimas décadas, este ha dado un giro fundamental en su comprensión. Durante mucho tiempo y todavía hoy en muchos sectores, “la narrativa principal para entender los desastres ha estado ligada a un fenómeno exterior en el que Dios o la naturaleza eran los culpables de la destrucción causada por los desastres” (Cedervall Lauta, 2016, p. 93, traducción propia). No obstante, esa concepción ha venido adquiriendo un nuevo enfoque, donde cada vez menos se responsabiliza del desastre a un ente externo y, más bien, la definición adquiere una dimensión social. Debido a ello, esta se centra ya no en los peligros (el tsunami, el huracán, el terremoto, etc.), sino en criterios desde la perspectiva social de los desastres, como el riesgo, la vulnerabilidad y la resiliencia. Así, “los desastres modernos no son [solo] causados por huracanes, sino por falta de resiliencia: vulnerabilidad social y estructural no abordada y/o riesgos mal gestionados o entendidos” (Cedervall Lauta, 2016, p. 93, traducción propia). El elemento humano pasa entonces a tener una relevancia axial en la definición del fenómeno, tanto así que, en la comprensión más actual, “el fenómeno físico o natural no es equiparable a un desastre; sino el resultado de la interacción entre lo físico y lo social (grados de vulnerabilidad de la sociedad)” (Arroyo, 1993, p. 13).

Es con base en esa transformación de la definición del concepto que se han propuesto las definiciones más recientes. Así, según la Terminología sobre reducción del riesgo de desastres aprobada por la Estrategia Internacional para la Reducción del Riesgo de Desastres de las Naciones Unidas (UNISDR, por sus siglas en inglés), se define desastre como:

Una seria interrupción en el funcionamiento de una comunidad o sociedad que ocasiona una gran cantidad de muertes al igual que pérdidas e impactos materiales, económicos y ambientales que exceden la capacidad de la comunidad o la sociedad afectada para hacer frente a la situación mediante el uso de sus propios recursos. (UNISDR, 2009, p. 13)

A su vez, en el proyecto de artículos de la Comisión de Derecho Internacional de las Naciones Unidas sobre Protección de Personas en Casos de Desastre (UN-AG, 2016a, A/71/10, artículo 3, literal a), se entiende por desastre:

Un acontecimiento o una serie de acontecimientos calamitosos que ocasionan pérdidas masivas de vidas humanas, grandes sufrimientos y aflicción a seres humanos, desplazamientos en masa, o daños materiales o ambientales de gran magnitud, perturbando así gravemente el funcionamiento de la sociedad. (p. 14)

De las definiciones anteriores es posible advertir que el desastre, como tal, tiene lugar cuando hay una interacción entre el fenómeno físico, los seres humanos y factores económicos, sociales, culturales y políticos que rodean a estos y, además, esos seres humanos se encuentran en una situación de amenaza o peligro y no tienen la capacidad suficiente para hacer frente a las consecuencias de aquel; consecuencias que pueden incluir afectaciones a la vida, la integridad, la salud, la propiedad, los bienes materiales, los medios de subsistencia, entre otros (Mollar, 2018, p. 202).

Lo anterior lleva también a concluir que, si no se presenta tal interacción entre el fenómeno físico y los seres humanos y demás factores, el fenómeno, causado por la naturaleza o por la actividad humana, se queda en ello, sin llegar a configurarse un desastre. Por ello se considera relevante la dimensión social en la definición y la comprensión del término.

Existen, por otro lado, diversas tipologías de los desastres según el criterio que se utilice. No obstante, la categorización más común es la que clasifica los desastres según el tipo de amenaza, por lo que podemos encontrar desastres de origen natural, antropogénico o socio-natural.

Para la UNISDR, las amenazas naturales son “procesos o fenómenos naturales que tienen lugar en la biosfera que pueden resultar en un evento perjudicial y causar la muerte o lesiones, daños materiales, interrupción de la actividad social y económica o degradación ambiental” (UNISDR, 2009, p. 43).

Los peligros de origen natural, a su vez, pueden ser hidrometeorológicos (de origen atmosférico, hidrológico u oceanográfico), geológicos (procesos o fenómenos naturales terrestres) o biológicos (de origen orgánico o transportados por vectores biológicos, incluidos la exposición a microorganismos patógenos, toxinas y sustancias bioactivas) (UNISDR, 2004, p. 42).

Los peligros de origen antropogénico, también llamados tecnológicos, se originan “por accidentes tecnológicos o industriales, procedimientos peligrosos, fallos de infraestructura o de ciertas actividades humanas, que pueden causar muerte o lesiones, daños materiales, interrupción de la actividad social y económica o degradación ambiental” (UNISDR, 2004, p. 42).

Finalmente, los peligros de origen socio-natural corresponden a fenómenos:

[…] de una mayor ocurrencia de eventos relativos a ciertas amenazas geofísicas e hidrometeorológicas, tales como aludes, inundaciones, subsidencia de la tierra y sequías, que surgen de la interacción de las amenazas naturales con los suelos y los recursos ambientales explotados en exceso o degradados. (UNISDR, 2009, p. 8)

Para completar este acercamiento al concepto de desastre, resulta fundamental hacer mención también a las diferentes fases que se han identificado en el marco de la ocurrencia y la respectiva gestión de un desastre. En ese sentido, se habla de tres fases que, por un lado, se corresponden con los momentos de un eventual evento adverso, es decir, el antes, el durante y el después; y, por otro, implican, cada una, a su vez, ciertas actividades en términos de la gestión del desastre:

1.Fase de preparación (antes): es la que se da con anterioridad a la ocurrencia de un evento adverso o desastre e implica las actividades de prevención, mitigación, preparación y alerta temprana (Martínez Llabata, 2018, p. 18).

2.Fase de respuesta (durante): corresponde al momento del desastre, así como a la respuesta al mismo e implica:

[…] la movilización y puesta en marcha de una serie de acciones de alerta, búsqueda y rescate, asistencia, etc. El objetivo es salvar la mayor cantidad de vidas posibles a la vez que pretende una mínima afectación en el funcionamiento de la comunidad. (Martínez Llabata, 2018, p. 18)

3.Fase de recuperación (después): se da con posterioridad al desastre y en esta se despliegan actividades de recuperación, rehabilitación y reconstrucción, todo ello para “prevenir nuevos desastres y reducir el riesgo de desastres mediante el principio de ‘reconstruir mejor’ e incrementar la educación y la sensibilización públicas sobre el riesgo de desastres” (UN-AG, 2015, p. 9).

Podemos así concluir, en primer lugar, que el concepto de desastres, en sus definiciones más recientes, ha centrado el foco en la dimensión social del evento adverso, más que en el fenómeno físico en sí mismo; en segundo lugar, que los desastres pueden ser de tres tipos, según su origen natural, antropogénico y socio-natural; y, en tercer lugar, que su gestión se desarrolla en tres fases: de preparación, de respuesta y de recuperación.

Riesgo

El segundo elemento de la noción de reducción del riesgo de desastre que requiere ser definido es el de riesgo. Así como la definición del concepto de desastre ha ido evolucionando, de manera paralela, el concepto de riesgo se ha venido decantando y cobrando importancia en el tema.

En la Terminología sobre reducción del riesgo de desastres se define, de manera general, el término riesgo como “la combinación de la probabilidad de que se produzca un evento y sus consecuencias negativas” (UNISDR, 2009, p. 29). De manera particular, el riesgo de desastres se define como:

Las posibles pérdidas que ocasionaría un desastre en términos de vidas, las condiciones de salud, los medios de sustento, los bienes y los servicios, y que podrían ocurrir en una comunidad o sociedad particular en un período específico de tiempo en el futuro. (UNISDR, 2009, p. 30)

Tal como lo plantea Molin Valdés (1999):

El riesgo (R) define la probabilidad de daños sociales, ambientales y económicos, en un lugar dado y durante un tiempo de exposición determinado. Esquemáticamente hablando, es el resultante de una o varias amenazas [A] y los factores de vulnerabilidad [V]:

V × A = R. (p. 31)

Con base en los dos conceptos anteriores, la UNISDR define la reducción del riesgo de desastres de la siguiente manera:

Las estrategias de reducción del riesgo de desastres incluyen ante todo una evaluación de la vulnerabilidad y del riesgo, así como una serie de capacidades institucionales y operativas. Los rasgos característicos de una estrategia de reducción del riesgo de desastres comprenden la evaluación de la vulnerabilidad de las instalaciones fundamentales para la infraestructura social y económica, el uso de sistemas eficaces de alerta temprana y la aplicación de diferentes tipos de conocimientos científicos, técnicos y especializados. (UNISDR, 2004, p. 16)

Por otro lado, en su Terminología, entiende el concepto de reducción del riesgo de desastres como:

El concepto y la práctica de reducir el riesgo de desastres mediante esfuerzos sistemáticos dirigidos al análisis y a la gestión de los factores causales de los desastres, lo que incluye la reducción del grado de exposición a las amenazas, la disminución de la vulnerabilidad de la población y la propiedad, una gestión sensata de los suelos y del medio ambiente, y el mejoramiento de la preparación ante los eventos adversos. (UNISDR, 2009, p. 27, énfasis propio)

Así, de la definición misma de reducción del riesgo de desastres se derivan otros conceptos de manera directa, como amenaza, vulnerabilidad y preparación, o indirecta, como prevención y mitigación de desastres, que resultan relevantes para la comprensión del tema y que se explican a continuación.

Amenaza

Según el Marco de Acción de Hyogo para 2005-2015: Aumento de la resiliencia de las naciones y las comunidades ante los desastres (ONU, 2005), instrumento precedente del Marco de Sendai para la Reducción del Riesgo de Desastres 2015-2030 (UN-AG, 2015), se entiende por amenaza:

Un evento físico, fenómeno o actividad humana potencialmente perjudicial que puede causar pérdida de vidas o lesiones, daños materiales, grave perturbación de la vida social y económica o degradación ambiental. Las amenazas incluyen condiciones latentes que pueden materializarse en el futuro. Pueden tener diferentes orígenes: natural (geológico, hidrometeorológico y biológico) o antrópico (degradación ambiental y amenazas tecnológicas) (ONU, 2005, p. 6)

Por su parte, la UNISDR la define como:

Un fenómeno, sustancia, actividad humana o condición peligrosa que pueden ocasionar la muerte, lesiones u otros impactos a la salud, al igual que daños a la propiedad, la pérdida de medios de sustento y de servicios, trastornos sociales y económicos, o daños ambientales. (UNISDR, 2009, p. 5)

Vulnerabilidad

De igual manera, el Marco de Acción de Hyogo desarrolla el término de vulnerabilidad, respecto del cual establece que se trata de “las condiciones determinadas por factores o procesos físicos, sociales, económicos y ambientales que aumentan la susceptibilidad y exposición de una comunidad al impacto de amenazas” (ONU, 2005, p. 6).

En la Terminología sobre reducción del riesgo de desastres, a su vez, se le define como “las características y las circunstancias de una comunidad, sistema o bien que los hacen susceptibles a los efectos dañinos de una amenaza” (UNISDR, 2009, pp. 34-35).

En ese mismo documento, al explicar los alcances del término, se menciona que:

Existen diversos aspectos de la vulnerabilidad que surgen de varios factores físicos, sociales, económicos y ambientales. Entre los ejemplos se incluyen el diseño inadecuado y la construcción deficiente de los edificios, la protección inadecuada de los bienes, la falta de información y de concientización pública, un reconocimiento oficial limitado del riesgo y de las medidas de preparación y la desatención a una gestión ambiental sensata o prudente. La vulnerabilidad varía considerablemente dentro de una comunidad y en el transcurso del tiempo. (UNISDR, 2009, p. 35)

Prevención, mitigación y preparación

Tal como se mencionó más arriba, la RRD incluye la adopción de medidas previas a la ocurrencia de un desastre, lo cual incluye medidas tales como la prevención, la mitigación y el mejoramiento de la preparación ante los eventos adversos.

La Terminología sobre reducción del riesgo de desastres define y se refiere a los alcances de estos términos como se ve a continuación.

En cuanto a la prevención, la define como “la evasión absoluta de los impactos adversos de las amenazas y de los desastres conexos” (UNISDR, 2009, p. 25) y explica que la prevención de desastres:

[…] expresa el concepto y la intención de evitar por completo los posibles impactos adversos mediante diversas acciones que se toman con anticipación. Entre los ejemplos se incluyen la construcción de represas y de muros de contención para eliminar el riesgo de las inundaciones; reglamentaciones sobre el uso de los suelos que no permiten el establecimiento de asentamientos en zonas de alto riesgo; y diseños de ingeniería sísmica que velan por la supervivencia y el funcionamiento de los edificios que se consideren como vitales en caso de un terremoto. Con mucha frecuencia, no es posible evitar por completo las pérdidas y las tareas se transforman en aquellas relativas a la mitigación. Por esta razón, al menos en parte, algunas veces los términos de prevención y de mitigación se utilizan de forma indistinta en su acepción informal. (UNISDR, 2009, pp. 25-26)

Ahora, en cuanto a la mitigación, es definida como “la disminución o la limitación de los impactos adversos de las amenazas y los desastres afines” (UNISDR, 2009, p. 21), a lo cual agrega que:

A menudo, no se pueden prevenir en su totalidad todos los impactos adversos de las amenazas, pero se pueden disminuir considerablemente su escala y severidad mediante diversas estrategias y acciones. Las medidas de mitigación abarcan técnicas de ingeniería y construcciones resistentes a las amenazas, al igual que mejores políticas ambientales y una mayor sensibilización pública. (UNISDR, 2009, p. 21)

Finalmente, la Terminología se refiere a la preparación como:

El conocimiento y las capacidades que desarrollan los gobiernos, los profesionales, las organizaciones de respuesta y recuperación, las comunidades y las personas para prever, responder, y recuperarse de forma efectiva de los impactos de los eventos o las condiciones probables, inminentes o actuales que se relacionan con una amenaza. (UNISDR, 2009, p. 24)

En cuanto a los alcances del concepto de preparación, son desarrollados en ese mismo documento de la siguiente manera:

La preparación es una acción que se lleva a cabo en el contexto de la gestión del riesgo de desastres. Su objetivo principal es desarrollar las capacidades necesarias para gestionar de forma eficaz todos los tipos de emergencia y lograr transiciones metódicas y ordenadas desde la respuesta hasta una recuperación sostenida. La preparación se basa en el análisis sensato del riesgo de desastres y en el establecimiento de vínculos apropiados con los sistemas de alerta temprana. La preparación incluye actividades tales como la planificación de contingencias, la reserva de equipos y suministros, el desarrollo de disposiciones para la coordinación, la evacuación y la información pública, y la capacitación y los ejercicios de campo correspondientes. Estas actividades deben recibir el apoyo de las capacidades institucionales, jurídicas y presupuestarias formales. (UNISDR, 2009, p. 25)

Partiendo de este marco conceptual, que facilita la comprensión del alcance de la reducción del riesgo de desastres, es posible pasar ahora a presentar los criterios para la configuración de los derechos humanos, para, con fundamento en todo ello, entrar a analizar si se puede considerar la reducción del riesgo de desastres como derecho humano.

¿HAY UN DERECHO HUMANO A LA REDUCCIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES?

Partiendo de los conceptos anteriormente expuestos y, particularmente, del concepto de reducción del riesgo de desastres, cabe ahora preguntarse sobre la existencia de un derecho humano a la reducción del riesgo de desastres en el derecho internacional.

La Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH), entre otros, en su Opinión Consultiva OC-28/21, ha expresado que, para determinar la existencia de un derecho humano susceptible de ser protegido en el ámbito internacional, es necesario revisar las fuentes del derecho internacional relevantes (párr. 93); es decir, los tratados internacionales, el derecho consuetudinario y los principios generales del derecho e identificar si, con base en aquellas, se puede afirmar la configuración, ya sea de manera explícita o implícita, de un derecho humano.

En relación con ello, la Corte IDH (2014) ha señalado que:

[…] corresponde precisar que el corpus iuris del derecho internacional de los derechos humanos se compone de una serie de reglas expresamente establecidas en tratados internacionales o recogidas en el derecho internacional consuetudinario como prueba de una práctica generalmente aceptada como derecho, así como de los principios generales de derecho y de un conjunto de normas de carácter general o de soft law, que sirven como guía de interpretación de las primeras, pues dotan de mayor precisión a los contenidos mínimos fijados convencionalmente. (OC-21/14, párr. 60)

En ese mismo sentido, el Estatuto de la Corte Internacional de Justicia (UN-AG, 1945), en su artículo 38, señala como fuentes del derecho internacional: a) las convenciones internacionales; b) la costumbre internacional; c) los principios generales del derecho; y d) las decisiones judiciales y las doctrinas más relevantes de las distintas naciones, como medio auxiliar para la determinación de las reglas de derecho.

Es, pues, con base en estos postulados, que se pasa a analizar si es posible considerar la reducción del riesgo de desastres como derecho humano. Para ello, se hará una revisión de las fuentes relevantes del derecho internacional, a saber, los tratados, la costumbre y los principios generales, así como de la jurisprudencia internacional en materia de reducción de riesgo de desastres, tras lo cual se analizará si se encuentra configurado el derecho de manera explícita o implícita.

Tratados internacionales, regionales y bilaterales

Respecto de los tratados internacionales, para empezar, hay que decir que no existe ningún instrumento internacional que contenga una mención expresa a la reducción del riesgo de desastres como un derecho humano. Ahora, bajo la comprensión de la noción de RRD, tal como se vio en el acápite anterior, se hace evidente que de ella se derivan unas obligaciones, a saber, la prevención, la mitigación y la preparación; precisamente respecto de estas es posible identificar varios instrumentos internacionales en materia de derechos humanos, medioambiente y desastres que establecen disposiciones de las cuales se derivan obligaciones en ese sentido.

En primer lugar, en materia de derechos humanos, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, adoptada en 1948 por las Naciones Unidas, en su artículo 3 establece que “todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”. Por otro lado, en su artículo 25, párrafo 1, dispone que:

Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad. (UN-AG, 1948)

Los desastres, en cualquiera de sus manifestaciones, impactan de manera directa los derechos de las personas a la vida, a la integridad personal, a la seguridad personal, a la salud, a la vivienda, a la propiedad. De una lectura de lo dispuesto en la Declaración Universal desde el ámbito de los desastres, se deduce que todos los individuos y, particularmente, los Estados, deben llevar a cabo todas las acciones necesarias para reducir el riesgo de que esos derechos se vean afectados con ocasión de un desastre de cualquier tipo (Kent, 2001; Rawinji, 2013, p. 2).

Como se deduce de las definiciones expuestas en la primera parte, los desastres son, por un lado, circunstancias que suceden de manera independiente de la voluntad de los individuos y, por otro lado, el resultado de la convergencia entre el fenómeno físico y la dimensión social que rodea a los seres humanos y los bienes que se ven afectados por aquél. Teniendo en cuenta, además, que el riesgo corresponde a la probabilidad del daño a la vida, la salud, los bienes y los medios de subsistencia de las personas por la convergencia de los factores de vulnerabilidad y la ocurrencia de una amenaza, se infiere que los Estados están obligados a reducir el grado de exposición a las amenazas, a disminuir la vulnerabilidad de la población y la propiedad y a prepararse de la mejor manera posible para la ocurrencia de un evento adverso; es decir, los Estados están obligados a reducir el riesgo de desastre, de lo que se deriva que los ciudadanos tienen el derecho a exigir de aquellos el cumplimiento de las obligaciones que de allí se desprenden, en aras de que se protejan, a priori, sus derechos humanos a la vida, a la integridad personal, a la seguridad personal, a la salud, a la vivienda y a la propiedad; o, dicho en otras palabras, tienen un derecho a que se prevenga la vulneración de sus derechos humanos.

En ese sentido se ha pronunciado el Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas (UN-CDH) en su Resolución sobre el papel de la prevención en la promoción y la protección de los derechos humanos al disponer que “recae en los Estados, incluidas todas sus ramas, la responsabilidad primordial de promover y proteger todos los derechos humanos, incluida la prevención de las violaciones de los derechos humanos” (UN-CDH, 2013, p. 2, énfasis propio).

En segundo lugar, el Convenio de Tampere de 1998, sobre el suministro de recursos de telecomunicaciones para la mitigación de catástrofes y las operaciones de socorro en caso de catástrofe (Conferencia Intergubernamental sobre Telecomunicaciones de Emergencia [ICET], 1998), uno de los pocos tratados internacionales vinculantes existentes en materia de desastres (Martínez Llabata, 2018, p. 13), se refiere a la obligación de los Estados de prestar cooperación “para facilitar la utilización de los recursos de telecomunicaciones para la mitigación de catástrofes” (ICET, 1998, artículo 3.1), entendida esta última como “las medidas encaminadas a prevenir, predecir, observar y/o mitigar los efectos de las catástrofes, así como para prepararse y reaccionar ante las mismas” (ICET, 1998, artículo 1.7). Aunque de manera indirecta, por vía de la obligación de cooperación, este tratado establece la obligación para los Estados firmantes de prevenir, mitigar y prepararse para reaccionar ante los desastres, es decir, obliga a los Estados a reducir el riesgo derivado de la ocurrencia de desastres.

En tercer lugar, la convención internacional de alcance global más reciente que regula la prevención, la mitigación y la reducción del riesgo de desastres (Mollar, 2018, p. 214) es el Convenio Marco de Asistencia en Materia de Protección Civil, aprobado por la Asamblea General de la Organización Internacional de la Protección Civil. En este instrumento, aun cuando se hace referencia en mayor medida a la cooperación y a la asistencia prestada con posterioridad a la ocurrencia de un desastre, se establece el compromiso de los Estados de revisar las posibilidades de cooperación, entre otras cosas, en materia de prevención, previsión y preparación ante la situación (OIPC, 2000, artículo 4). Por otro lado, al definir la noción de asistencia, establece que se trata de las actividades llevadas a cabo por el Servicio de Protección Civil de un Estado en beneficio de otro Estado, orientadas “a prevenir las catástrofes o reducir sus consecuencias” (OIPC, 2000, artículo 1.d).

En cuarto lugar y también en materia de derechos humanos, la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (UN-AG, 2006), en su artículo 11, establece la obligación explícita de los Estados de adoptar “todas las medidas necesarias para garantizar la seguridad y la protección de las personas con discapacidad en situaciones de riesgo, incluidas situaciones de conflicto armado, emergencias humanitarias y desastres naturales”. Esta convención es la única en materia de derechos humanos que hace referencia explícita a obligaciones de los Estados en situación de desastres.

Finalmente, el quinto instrumento de carácter internacional, jurídicamente vinculante y en materia de medioambiente, relacionado con la reducción del riesgo de desastres, es el denominado Acuerdo de París, adoptado en diciembre de 2015 por 196 países parte dentro de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático (CMNUCC) (2015). Este acuerdo, en su artículo 8, establece la obligación de adoptar medidas dirigidas a la reducción del riesgo de pérdidas y daños causados por los efectos adversos del cambio climático.

Una mención particular requiere en este punto el Proyecto de artículos sobre la Protección de las Personas en Casos de Desastre, elaborado por la Comisión de Derecho Internacional de la Asamblea General de las Naciones Unidas, un grupo de expertos de dicha organización encargado de promover el desarrollo progresivo y la codificación del derecho internacional. Como antecedente del proyecto, se tiene la propuesta hecha en 2006 por parte de la Secretaría de las Naciones Unidas a la Comisión de Derecho Internacional para que se incluyera la protección de las personas en casos de desastre y, en particular, la reducción del riesgo de desastres como tema de discusión y desarrollo en el seno de la Comisión (Pronto, 2019, p. 73). En respuesta a ello, la Comisión, en su 58.º periodo de sesiones, en 2006, incluyó el tema “Protección de las personas en casos de desastre” en su programa de trabajo a largo plazo, con el fin de definir los derechos y obligaciones relativos a las situaciones de desastres y las consecuencias que podrían derivarse de ellos (UN-AG, 2008a, A/CN.4/598, párr. 54).

En un estudio elaborado por la Secretaría y contenido en un memorando (UN-AG, 2008b, A/CN.4/590) presentado a la Comisión, se lleva a cabo una revisión detallada de los aspectos legales de la reducción del riesgo de desastres, sobre la base de documentos internacionales recopilados sobre el tema. En relación con esos desarrollos, la Secretaría reconoció en dicho memorando que:

Esas iniciativas responden a la conciencia cada vez más generalizada de que centrar los esfuerzos en la prestación de socorro apenas sirve para perpetuar el ciclo de desastres periódicos, a un precio social, económico y ambiental cada vez mayor. Por lo tanto, en los últimos años ha dejado de hacerse hincapié en la gestión de desastres, que se concentra en las necesidades a corto plazo que plantean las situaciones de emergencia, para adoptar estrategias de reducción de los riesgos de desastre (denominadas también estrategias de “gestión del riesgo de desastres”), que se centran en las actividades de prevención y mitigación que pueden contribuir a salvar vidas y proteger bienes y recursos antes de que se pierdan. El objetivo es doble: crear capacidad de resistencia frente a los peligros y garantizar que los esfuerzos de desarrollo no aumenten la vulnerabilidad a esos peligros. (UN-AG, 2008b, A/CN.4/590, párr. 31, pp. 29-30)

Los trabajos de la Comisión sobre el tema se vieron reflejados, en un primer momento, en el Informe preliminar sobre la protección de las personas en casos de desastre, elaborado por el relator especial, Eduardo Valencia-Ospina (UN-AG, 2008a, A/CN.4/598). Dicho trabajo se ha visto complementado de manera gradual con base en los comentarios y recomendaciones hechas por los Estados en relación con ese primer informe e informes posteriores. Como resultado de dichos esfuerzos, nace el Proyecto de artículos sobre la Protección de las Personas en Casos de Desastre, elaborado, ajustado y complementado de manera progresiva y, tras el Octavo Informe de la Comisión presentado ante la Asamblea General en 2016 (UN-AG, 2016b, A/CN.4/697), se encuentra aprobado, en segunda lectura, y se ha recomendado a la Asamblea la adopción de una convención internacional que recoja el articulado propuesto (Ciancio, 2018, p. 267).

En el Informe de la Comisión de Derecho Internacional, presentado ante la Asamblea General en su 71.º periodo de sesiones en 2016, se incluye la versión final ajustada del proyecto de artículos. En el artículo 9 del proyecto, se establece lo siguiente:

Reducción del Riesgo de Desastres

1.Todo Estado deberá reducir el riesgo de desastres adoptando las medidas apropiadas, incluso mediante legislación y otras normas, con objeto de prevenir y de mitigar los desastres, y de prepararse para ellos.

2.Las medidas para reducir el riesgo de desastres incluyen la realización de evaluaciones de riesgo, la recopilación y difusión de información sobre riesgos y sobre pérdidas anteriores, y la instalación y operación de sistemas de alerta temprana. (UN-AG, 2016a, A/71/10)

En relación con el Proyecto de artículos sobre la Protección de las Personas en Casos de Desastre, es necesario resaltar que se trata, hasta el momento, de un documento de carácter no vinculante, pero que significa un avance de la mayor importancia para el tema de la reducción del riesgo de desastres en el marco jurídico internacional. Esto, en primer lugar, porque, de manera concreta, el artículo 9 del proyecto reconocería de manera explícita en un tratado internacional la existencia de un deber de los Estados de adoptar medidas dirigidas a la RRD, con todas las consecuencias jurídicas que ello implica; en segundo lugar, porque de la redacción tanto del primero como del segundo apartado del artículo se especifican las líneas de actuación por parte de los Estados para la reducción del riesgo, a saber, tomar medidas apropiadas, incluso legislación y regulación, para prevenir, mitigar y prepararse ante los desastres, lo cual incluye la evaluación de riesgos, la recopilación y difusión de información sobre riesgos y sobre pérdidas anteriores, y la implementación de sistemas de alerta temprana; en tercer lugar, porque el proyecto de artículos, desde el informe preliminar, presentado por el relator especial, hasta la versión más actual presentada a la Asamblea General, se ha convertido en referente de expertos en el tema para fundamentar la existencia de dicho deber (véase, entre otros, Aronsson-Storrier y Da Costa, 2017, pp. 2-3; Martínez Llabata, 2018, pp. 59-61; Pronto, 2019; Zorzi Giustiniani, 2018, pp. 21-24); en cuarto lugar, porque, aún sin haber sido ratificado por los Estados, este proyecto se constituye en medio auxiliar para la determinación de las reglas de derecho en materia de RRD (Mollar, 2018, p. 222) y, finalmente, porque, a pesar de algunos cuestionamientos, parece encontrarse en camino de convertirse en fuente convencional formal del derecho internacional.

Los anteriores corresponden a instrumentos internacionales que tienen fuerza vinculante para todos los Estados, es decir, rigen de manera universal. Ahora, en el ámbito regional, es decir, tratados que solo aplican de manera territorialmente delimitada a continentes o subcontinentes, destacan algunos instrumentos de carácter vinculante que regulan la prevención, la mitigación y la preparación en caso de desastres.

El primero de ellos, en el ámbito de la región Caribe, es el Acuerdo entre los Estados miembros y Miembros asociados de la Asociación de Estados del Caribe para la cooperación regional en materia de desastres naturales (Asociación de Estados del Caribe, 1999), cuyo objetivo principal es “crear mecanismos jurídicamente vinculantes que promuevan la cooperación para la prevención, mitigación y atención de los desastres naturales” (artículo 2). En su articulado, el acuerdo incluye una definición de las actividades de prevención, mitigación y preparación, así como de reducción y manejo de desastres (artículo 1), además, dispone la obligación para los Estados contratantes de promover la formulación de legislación, regulación y políticas para la atención y prevención de desastres naturales (artículo 4), así como de adoptar, individual o conjuntamente, medidas para apoyar la cooperación intrarregional e interregional en el manejo de los desastres naturales (artículo 8).

El segundo de los acuerdos regionales que cabe resaltar es el Acuerdo de la Asean (Asociación de Naciones del Asia Sudoriental) sobre gestión en casos de desastre y la respuesta de emergencia, adoptado en 2005, cuyo objetivo principal es el de “proporcionar mecanismos efectivos para lograr una reducción sustancial de las pérdidas por desastres en vidas y en el entorno social, económico y ambiental de los Estados parte” (Asean, 2005, artículo 2). Para lograr ese objetivo, el acuerdo, por un lado, establece varios principios, dentro de los cuales se encuentra que los Estados firmantes darán prioridad a la prevención y a la mitigación, para lo cual deberán tomar medidas de precaución para prevenir, monitorear y mitigar los desastres (artículo 3.4) y, por otro, especifica aquellas obligaciones que van dirigidas a procurar la reducción del riesgo de desastres. Así, en el artículo 4, dispone como obligación, entre otras, la de identificar los riesgos de desastres y desarrollar sistemas de monitoreo, evaluación y alerta temprana; para cumplir con ello, los Estados deberán identificar el tipo de peligro (natural o antropogénico), evaluar los riegos particulares derivados de los peligros en cada caso particular y asignarle un nivel de riesgo a cada peligro, hacer seguimiento a las vulnerabilidades y determinar las capacidades de gestión de desastres. De forma detallada, en los artículos 6 y 7 del acuerdo se presentan las actividades que deberá llevar a cabo cada Estado en materia de prevención, mitigación y preparación ante el desastre, las cuales incluyen, por ejemplo, el adoptar medidas para reducir las pérdidas ocasionadas por desastres mediante el desarrollo e implementación de medidas legislativas y reglamentarias y el fortalecimiento de las capacidades de gestión de desastres, el establecer sistemas de alertas tempranas y redes de comunicación para la difusión oportuna de la información o el mejorar las capacidades nacionales para hacer frente a la ocurrencia de un desastre.

El Acuerdo de la Asean tiene la particularidad de ser el primer acuerdo jurídicamente vinculante en materia de desastres que incluye, de manera detallada, la fase previa al evento adverso, es decir, la fase de preparación, de reducción del riesgo de desastre, entendida tal como en su definición, que comprende la prevención, la mitigación y la preparación ante aquel (Zorzi Giustiniani, 2018, p. 12). Con los principios, las obligaciones y la institucionalidad que crea para su efectiva implementación, podría decirse que es el acuerdo regional más robusto e integral, particularmente en materia de RRD.

Otro de los acuerdos a nivel regional que resulta relevante, pero en materia de derechos humanos, es la Convención de Kampala para la protección y la asistencia de los desplazados internos en África, adoptada en 2009 por la Unión Africana. La Convención de Kampala se aplica no solo a casos de conflicto armado, sino también a situaciones de desastres de origen natural o antropogénico y establece para los Estados firmantes la obligación de tomar medidas para prevenir el desplazamiento interno y proteger a las personas desplazadas debido a esas causas (Kälin, 2012, p. 126). En ese sentido, en su artículo 1, la convención establece dentro de sus objetivos los de promover y fortalecer las medidas para prevenir o mitigar, prohibir y eliminar las causas del desplazamiento interno, establecer un marco jurídico para ello y establecer las obligaciones de los Estados respecto de la prevención del desplazamiento. En desarrollo de esto, en su artículo 4.2, establece que:

[…] los Estados Parte deberán establecer sistemas de alerta temprana, en el contexto del sistema de alerta temprana continental, en zonas de potencial de desplazamiento, establecer y aplicar las estrategias de reducción de riesgo de desastres, emergencia y las medidas de preparación y gestión de desastres. (Unión Africana, 2009, artículo 4.2)

Además de los anteriores, existe una multiplicidad de acuerdos o convenios regionales dirigidos a regular la cooperación, las relaciones, los derechos y las obligaciones de los Estados parte, así como a crear mecanismos o instituciones en materia de reducción del riesgo de desastres (UN-AG, 2008a, A/CN.4/598, párr. 34; UN-AG, 2008b, A/CN.4/590, párr. 41-42).

Un ejemplo de estos acuerdos, delimitado a la región de Centroamérica, es el Convenio constitutivo del Centro de Coordinación para la Prevención de los Desastres Naturales en América Central (Cepredenac), adoptado inicialmente en 1993 por el Sistema de la Integración Centroamericana (Sica) y revisado posteriormente y sustituido por un nuevo convenio en 2003. El objetivo central del Cepredenac, según el artículo 3 del nuevo convenio, es “contribuir a la reducción de la vulnerabilidad y el impacto de los desastres, […] a través de la promoción, apoyo y desarrollo de políticas y medidas de prevención, mitigación, preparación y gestión de emergencias” (Sica, 2003).

Desde la perspectiva de los acuerdos bilaterales, es fundamental resaltar que existen más de cien tratados entre países, en los que se establecen reglas en materia de prevención y preparación ante los desastres (UN-AG, 2008c, A/CN.4/590/Add.2, pp. 6-14; Mollar, 2018, pp. 216-217). Tal como lo identificó la Secretaría de las Naciones Unidas en su Memorando sobre la Protección de las personas en casos de desastre presentado a la Comisión de Derecho Internacional:

Entre los rasgos principales de tales acuerdos destacan: la obligación de intercambiar periódicamente información sobre situaciones peligrosas (o que puedan llegar a serlo); la prestación de asistencia mutua
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